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OPINION N.º  050-2005/GTN
Consultante
:
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil    
                                               (RENIEC) 

Asunto
:
Prohibición de adquirir mobiliario de oficina 

Referencia

:
Oficio N.º 112 -2005-JEF/RENIEC 

1. ANTECEDENTES

A través del documento de la referencia, el Jefe Nacional del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC) —en adelante la Entidad—, consulta sobre la aplicación de la prohibición de adquirir cualquier tipo de mobiliario de oficina, establecida en la Ley Nº 28425, Ley de Racionalización de los Gastos Públicos —en adelante la Ley de Racionalización—, a un contrato formalizado en el año 2005 mediante la correspondiente orden de compra derivado de un proceso de adjudicación de menor cuantía cuya Buena Pro se otorgó en el año 2004. 

2. CONSULTA

La Entidad consulta lo siguiente: “¿La prohibición de adquirir cualquier tipo de mobiliario de oficina, establecida en la Ley de Racionalización, es aplicable con relación a un contrato formalizado en el año 2005 mediante la correspondiente orden de compra derivado de un proceso de adjudicación de menor cuantía cuya Buena Pro se otorgó en el año 2004?” 

3. 
ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo de la presente opinión, debemos precisar que a partir del 29.12.2004, se encuentra vigente el Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, habiendo sido derogados el anterior Texto Único Ordenado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 012-2001-PCM, en adelante la Ley, y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 013-2001-PCM, en adelante el Reglamento. Sin embargo, de acuerdo al tenor de la consulta, el presente análisis se referirá a lo dispuesto en los últimos cuerpos normativos mencionados. 

3.1
El sustento de la adecuación de los procesos de adquisición y contratación a determinadas reglas y procedimientos establecidos en la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, radica en la naturaleza pública de los fondos o recursos que están involucrados y que van a ser utilizados por las Entidades para procurarse los bienes, servicios u obras requeridos.  

En tal sentido, considerando que la contratación pública requiere de una asignación presupuestal previa, las normas de carácter presupuestal y la normativa sobre contrataciones y/o adquisiciones públicas se encuentran directamente relacionadas en su aplicación; si se quiere, la contratación en sí misma constituye uno de los medios de ejecución o erogación de presupuesto público.

3.2
Ahora bien, la consulta está referida a la prohibición de adquirir, a partir del 01.01.05, cualquier tipo de mobiliario de oficina. Al respecto, cabe precisar que dicha prohibición ha sido establecida por la Ley de Racionalización, norma que tiene carácter presupuestal; por lo tanto, el ente competente para pronunciarse sobre el particular es la Dirección Nacional de Presupuesto del Ministerio de Economía y Finanzas como órgano rector del Estado en materia de gestión presupuestaria, según lo dispuesto en el artículo 4° de la Ley N.° 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto
.

Sin embargo, teniendo en cuenta que la prohibición está referida a la adquisición de bienes y dado que tal concepto se enmarca dentro de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, cabe referirnos en la presente opinión a los alcances de la prohibición en mención. 
3.3. La  normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, equipara el término adquisición al de contratación
. En esa medida, para efecto de establecer los alcances de la prohibición, es necesario definir en qué momento ocurre el perfeccionamiento del contrato, momento a partir del cual nacerá la relación jurídica contractual y, por ende, las obligaciones a cargo de cada una de las partes. 
De acuerdo con el artículo 117º del Reglamento, los contratos se formalizan con la suscripción del documento que contiene las obligaciones correspondientes; salvo que deriven de adjudicaciones de menor cuantía, distintas a las convocadas para la ejecución de obras o consultorías de obras, caso en el cual los contratos se formalizan con la recepción de la orden de compra o de servicios, respectivamente. Es pertinente anotar que si bien la normativa de contrataciones y adquisiciones hace referencia en tales supuestos a la “formalización” del contrato y no al “de perfeccionamiento” de éste, debemos equiparar tales términos dado que la consecuencia que establece la normativa cuando acaece la formalización del contrato es justamente el nacimiento de la relación jurídica contractual. 
De lo expuesto se concluye que la contratación surge en un momento posterior al otorgamiento de la buena pro que es definido como la manifestación de la voluntad de la Entidad respecto del postor con quien ha decidido contratar. En efecto, tal manifestación de voluntad no representa un acuerdo efectivo aún, toda vez que conforme a la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, a partir de dicho acto, el ganador y la Entidad sólo se obligan a perfeccionar el contrato correspondiente, con el que recién se inicia la relación jurídica contractual y la exigibilidad de las prestaciones comprometidas. Se exceptúa de lo señalado, a las contrataciones derivadas de adjudicaciones de menor cuantía para la adquisición de bienes y servicios, en las que sólo participa un postor, ya que en tales casos, con la recepción de la notificación del otorgamiento de la buena pro, se entiende perfeccionado el contrato, conforme lo establece el artículo 96º del Reglamento. 
En consecuencia, la prohibición de adquirir mobiliario de oficina, establecida en la Ley de Racionalización,  alcanza a las contrataciones que se perfeccionen en el año 2005, aún cuando deriven de procesos de selección respecto de los cuales el otorgamiento de la buena pro se produjo en el año 2004, sin perjuicio de lo que pudiera señalar al respecto la Dirección Nacional de Presupuesto del Ministerio de Economía y Finanzas, como ente rector en materia presupuestaria.  

4. 
CONCLUSIÓN

La prohibición de adquirir cualquier tipo de mobiliario de oficina, establecida en la Ley de Racionalización,  alcanza a las contrataciones que se perfeccionen en el año 2005, aún cuando deriven de procesos de selección respecto de los cuales el otorgamiento de la buena pro se produjo en el año 2004, sin perjuicio de lo que pudiera señalar al respecto la Dirección Nacional de Presupuesto del Ministerio de Economía y Finanzas, como ente rector en materia presupuestaria.  
Jesús María, 9 de mayo de 2005.

GNR/. 

� “Artículo 4º.- Atribuciones de la Dirección Nacional del Presupuesto Público 


   Son atribuciones de la Dirección Nacional del Presupuesto Público:  


   (…) 


Emitir opinión autorizada en materia presupuestal de manera exclusiva y excluyente en el Sector Público.  


(…)”





� El término “adquisición” se emplea respecto de bienes, en tanto que “contratación” se utiliza tratándose de servicios y ejecución de obras. 








